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INTRODUCCI
          
        
      
    
  


  

    

      
ÓN
    
  



 







  

    

      

        
El
        trabajo en negro supone un grave perjuicio para la economía
        de un
        país. Más si cabe, cuando se está en crisis, como sucede en
        España. Por ello, la Inspección de Trabajo y Seguridad
        Social
        profundizará a partir de agosto en sus labores de control
        de
        la 
      
    
  


  

    

      

        

          
economía
          sumergida
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        El plan se aplicará de modo gradual y su principal efecto
        sobre los
        empleados será un mayor control para evitar que
        compatibilicen el
        cobro del 
      
    
  


  

    

      

        

          
seguro
          de desempleo
        
      
    
  


  

    

      

        
 con
        el de otras actividades sin declarar. Aunque en una primera
        etapa los
        empresarios podrán blanquear a sus trabajadores no
        declarados sin
        tener que pagar multas, las sanciones para empresas y
        trabajadores se
        encarecen hasta un 300% en algunos casos. 
      
    
  





 







  

    

      

        
Los
        efectos negativos de la economía sumergida también se notan
        al
        cobrar la pensión por 
      
    
  


  

    

      

        

          
jubilación
        
      
    
  


  

    

      

        
. Quienes
        hayan cotizado menos tiempo del estipulado no tendrán
        derecho a
        recibir esta renta, que disminuirá para quienes hayan
        realizado
        trabajos de espaldas a la normativa durante periodos
        largos. La
        persona que haya cotizado por media jornada -aunque hiciera
        la
        jornada completa-, o quien haya sido contratado con una
        categoría
        inferior a la que después desempeñara, también se verá
        perjudicado de manera grave.
      
    
  




  

    

      

        
Un
        empleado sin contrato sufre un grave deterioro en sus
        condiciones
        laborales al carecer de los mínimos derechos, como
        seguridad,
        vacaciones u horario. 
      
    
  


  

    

      

        
Esta
        situación redunda en la dificultad de 
      
    
  


  

    

      

        

          
conseguir
          un trabajo
        
      
    
  


  

    

      

        
 legal,
        porque es frecuente que la propia vida laboral permita
        cambiar a un
        empleo mejor. Sin un currículum que acredite la experiencia
        es
        más difícil dar el salto. Cuando el nuevo trabajo es en la
        Administración pública, por medio de concursos o bolsas de
        empleo,
        la situación es más complicada. De igual manera, la
        formación que
        reciben los trabajadores a través de las organizaciones
        sindicales o
        empresariales solo está al alcance de los empleados
        legales. Con
        frecuencia, quienes contratan a personas «sin papeles» se
        benefician de un trabajo cualificado y muy pocos gastos,
        porque se
        ahorran todos los costes que  prestan sus servicios.
      
    
  




  

    

      

        
Las
        empresas defraudadoras propician que crezca la carga fiscal
        a la que
        deben hacer frente los negocios legales.  Sin embargo, las
        empresas
        también son imagen de cara al exterior, y la proyectada por
        quienes
        no cumplen con sus obligaciones legales no es buena. El
        prestigio es
        uno de los aspectos que impulsa el crecimiento de los
        negocios, y con
        la explotación laboral se consigue dinero, pero no una
        buena
        reputación. Las compañías que despojan de sus derechos a
        los
        trabajadores pueden ser descubiertas en las inspecciones
        laborales y
        fiscales. Cuando esto ocurre, se les imponen graves 
      
    
  


  

    

      

        

          
sanciones
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Las empresas que operan de esta manera tienen mayores
        dificultades
        para consolidarse en el mercado y pervivir a lo largo del
        tiempo.
      
    
  





  
Otro
  de los efectos negativos para los negocios defraudadores es su
  dificultad para acceder a subvenciones públicas u otro tipo de
  inversiones, ya que para ello tienen que aportar una
  documentación
  que podría desenmascararles.




  

    

      

        
En
        el otro extremo destacan las compañías que sí cumplen con
        sus
        obligaciones fiscales y con los trabajadores, las más
        perjudicadas
        por quienes operan en la economía sumergida. Además de
        sufrir una
        competencia desleal (pueden hacer el trabajo más barato al
        no cobrar
        el IVA o no pagar la Seguridad Social de sus empleados),
        crece
        la carga fiscal a la que deben hacer frente los negocios
        legales. 
      
    
  


  

    

      

        
Los
        efectos que para la sociedad en general tiene la economía
        sumergida
        son también muy negativos. Una de las consecuencias es la
        reducción
        de los impuestos recaudados. Si un empresario no da de alta
        al
        trabajador o este cotiza por un número de horas menor y
        cobra una
        cantidad «en negro», deja de pagar un porcentaje que
        permite el
        sostenimiento del estado de bienestar. Todo ello repercute
        de manera
        negativa en la posibilidad de realizar infraestructuras,
        dar
        servicios o pagar subsidios.
      
    
  





  
La
  economía sumergida no contribuye a sostener los gastos, pero
  estos
  trabajadores sí disfrutan de los servicios que ofrece el Estado,
  las
  comunidades autónomas o la Administración local: acuden a la
  sanidad pública, transitan por las carreteras, asisten a colegios
  y
  bibliotecas. Restan calidad de vida a quienes contribuyen a
  mantener
  estos servicios e incluso les quitan la posibilidad de acceder a
  ellos. Esto supone una desincentivación de los comportamientos
  responsables. Las personas y empresas que actúan de manera
  adecuada,
  pagan el IVA de sus productos y cotizan a la Seguridad Social en
  sus
  trabajos podrían plantearse proceder de igual modo.




  

    

      

        
La
        economía sumergida resta calidad de vida a quienes
        contribuyen a
        mantener servicios comunes. Todo ello es, a su vez, una
        distorsión
        de los índices macroeconómicos y de las políticas sociales
        y
        económicas que se basan en ellos. Las tasas de desempleo o
        los 
      
    
  


  

    

      

        

          
accidentes
          laborales
        
      
    
  


  

    

      

        
 no
        son reales porque, al no tener en cuenta el trabajo
        realizado en la
        economía sumergida, no es posible cuantificar qué sucede de
        verdad.
      
    
  





  
El
  riesgo de pobreza extrema es mayor también en los países donde
  abunda el empleo en precario. Al no tener ningún respaldo del
  sistema (en forma de subsidios de desempleo, pensiones por
  jubilación
  o viudedad, bajas laborales, etc.), la persona, ante un largo
  periodo
  sin trabajo, puede verse abocada a la exclusión social.





  

    
La
    Constitución española de 1978
  




 








  
Título
  I. De los derechos y deberes fundamentales





  
Capítulo
  segundo. Derechos y libertades





  
Sección
  1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades
  públicas





  
Artículo
  18





  
Se
  garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar
  y a
  la propia imagen.




 










  
El
  domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse
  en
  él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en
  caso de flagrante delito.




 










  
Se
  garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las
  postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución
  judicial.




 










  
La
  ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y
  la
  intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno
  ejercicio
  de sus derechos.




 







 







 







  

    

      

        
La
        inviolabilidad del domicilio se vincula al derecho a la
        intimidad de
        las personas, pues protege el ámbito donde la persona
        desarrolla su
        intimidad al amparo de miradas indiscretas, como
        consecuencia de ello
        es lógico que el Tribunal Constitucional haya dado al
        término
        domicilio un significado mucho más amplio que el otorgado
        por el
        Código Civil. Para el Alto Tribunal, el domicilio es el
        espacio
        donde e individuo vive ejerciendo su libertad más íntima,
        al margen
        de convenciones sociales, así como todo espacio apto para
        que,
        eventualmente o de forma permanente, pueda ocurrir lo
        anterior. En
        concreto, se consideran domicilio a efectos
        constitucionales: las
        segundas viviendas, los vehículos o caravanas, las
        habitaciones de
        hotel (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          10/2002
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 17 de enero o el domicilio empresarial de las personas
        jurídicas,
        aunque en algunos de estos casos con ciertas cortapisas
        derivadas de
        las propias características del alojamiento. En cambio, no
        tendrán
        la consideración de domicilio, las celdas de los reclusos
        en los
        centros penitenciarios (STC 11/2006).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Para
        que se admita la vulneración del derecho no es necesaria la
        penetración física sino que se comprende también la que se
        efectúa
        mediante aparatos visuales o auditivos (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          22/1984
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 17 de febrero).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Sin
        embargo, esa vinculación con la intimidad personal parece
        quebrarse
        cuando se reconoce el derecho a personas jurídicas (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          137/1985
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 17 de octubre; 69/1999, de 26 de abril), aunque sea de
        forma más
        matizada, con menor intensidad que en el caso de las
        personas
        físicas.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La
        Constitución señala tres situaciones en las que se admite
        la
        entrada y registro domiciliarios: a) consentimiento del
        titular; b)
        resolución judicial; c) flagrante delito A éstas hay que
        añadir
        otra, no consignada, pero igualmente admisible, dadas sus
        características, la situación de urgente necesidad, como la
        que se
        produce en casos de catástrofe, ruina inminente u otros
        similares
        con la finalidad de evitar daños inminentes y graves para
        personas o
        cosas, es decir en supuestos en los que es necesaria la
        quiebra de la
        inviolabilidad domiciliaria para preservar otros bienes
        protegidos,
        en particular la vida o integridad de las personas (art.
        21.3 
      
    
  


  

    

      

        

          
L.O.
          1/1992
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad
        ciudadana).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        torno al consentimiento del titular, el concepto de
        'titular' del
        domicilio hay que entenderlo más en sentido real que
        jurídico, será
        aquella o aquellas personas que residen en el 'domicilio',
        pudiendo
        así ser varios los titulares, en cuyo caso bastaría el
        consentimiento de uno de ellos, si el resto no se oponen,
        aunque
        teniendo en cuenta que habrá de considerarse titular a
        efectos del
        art. 18.2, en ciertos casos, sólo a aquél frente a quien se
        dirija
        la actuación de entrada o registro (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          22/2003
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 10 de febrero)
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Cuando
        la autorización de entrada proceda de resolución judicial
        deberá
        motivar no sólo las razones en las que se basa, sino así
        mismo, su
        alcance, estableciendo dependencias en las que procede la
        entrada y
        alcance del registro, pues la resolución judicial ha de
        actuar como
        garante del derecho (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          139/1999
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 22 de julio, entre otras).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Hay
        que tener presente que si en la mayor parte de los casos
        las entradas
        y registros domiciliarios serán consecuencia de
        procedimientos
        penales, también caben los registros o entradas
        administrativos (por
        ejemplo, relacionados con inspecciones) o de carácter civil
        (embargos o lanzamientos). En un primer momento el Tribunal
        Constitucional exigía que la resolución de entrada
        domiciliaria
        fuera en todo caso una resolución separada en el caso de
        'entradas
        administrativas' (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          22/1984
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 17 de febrero), sin embargo en un momento posterior se
        estimó
        innecesaria un resolución separada en supuestos en los que
        dicha
        entrada fuera inherente a la resolución principal (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          160/1991
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 18 de julio). No obstante, el alcance de la entrada
        domiciliaria
        no puede dejarse a la discrecionalidad de la Administración
        sino que
        la resolución judicial deberá precisar el número o periodo
        de
        entradas autorizado así como el número de personas
        habilitadas,
        debiendo dar cuenta al Juez de los resultados (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          50/1995
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 23 de febrero).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        el ámbito penal, por su parte es necesario tener presente
        que el
        registro domiciliario se utiliza como medio de obtención de
        pruebas,
        de manera que la carencia de resolución judicial o una
        imprecisa
        parcial puede llevar a la invalidación de las pruebas (STC,
        entre
        otras, 
      
    
  


  

    

      

        

          
149/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 27 de junio).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Si
        el supuesto es el flagrante delito, la jurisprudencia
        estima que
        existe tal en supuestos en los que existe inmediatez
        temporal,
        espacial y personal, o de acuerdo con los términos del
        Tribunal
        Constitucional, se requiere evidencia e inmediatez, de
        manera que
        cuando no concurrieran tales circunstancias será necesaria
        la
        correspondiente resolución judicial (SSTC 341/1993, de 18
        de
        noviembre; 94/1996, de 28 de mayo).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La 
      
    
  


  

    

      

        

          
L.O.
          4/1981
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio,
        prescribe -para los dos últimos estados- un régimen
        especial de
        inspecciones o registros domiciliarios en los supuestos en
        los que la
        correspondiente declaración comprenda la suspensión del
        art. 18.2
        CE. La regulación, no obstante, no está exenta de garantías
        sino
        que contempla, entre otros requisitos, la presencia de dos
        vecinos
        como testigos del registro domiciliario y el levantamiento
        de un acta
        del registro efectuado, acta que se remitirá al juez junto
        con la
        motivación del acto. (art. 17 y 32 L.O.).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Así
        mismo, en relación con el art. 55.2 CE, el art. 553
        LECrim., de
        conformidad con la L.O. 4/1988, de 25 de mayo, plantea la
        posibilidad
        de entradas  y registros sin necesidad de autorización
        previa,
        aunque con la obligación de dar cuenta inmediata al
        Juez.
      
    
  




  
   


  

  


  

    

      

        
"En
        una sociedad tecnológicamente avanzada como la actual, el
        secreto de
        las comunicaciones constituye no sólo garantía de libertad
        individual, sino instrumento de desarrollo cultural,
        científico y
        tecnológico colectivo" (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          132/2002
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 20 de mayo).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La
        protección del derecho de las comunicaciones tiene una
        entidad
        propia, diferenciada de su vinculación con el derecho a la
        intimidad, ya que las comunicaciones deberán resultar
        protegidas con
        independencia de su contenido, esto es, ya se trate de
        comunicaciones
        de carácter íntimo o de otro género. En efecto, según ha
        destacado la doctrina y la jurisprudencia, el artículo 18.3
        CE tiene
        un contenido puramente formal, protegiendo tanto de las
        intromisiones
        de los poderes públicos como de los particulares (STC
        114/1984, de
        29 de noviembre).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        concreto, y siguiendo la jurisprudencia del Tribunal
        Constitucional,
        el 18.3 de la CE consagra la libertad de las comunicaciones
        y
        garantiza su secreto, sea cual fuere la forma de
        interceptación,
        mientras dure el proceso de comunicación, en el marco de
        comunicaciones indirectas, es decir, que empleen medios
        técnicos, y
        frente a terceros ajenos a la comunicación, SSTC 114/1984,
        49/1999,
        70/2002, 184/2003, 281/2006. En este marco, el secreto de
        la
        comunicación se vulnera no sólo con la interceptación de la
        misma,
        sino también con el simple conocimiento antijurídico de lo
        comunicado. Además, el secreto cubre, tanto el contenido de
        la
        comunicación, como la identidad subjetiva de los
        interlocutores,
        SSTC 123/2002, 56/2003, 230/2007.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Aunque
        en el artículo 18.3 CE se mencionan sólo las comunicaciones
        postales, telegráficas o telefónicas, dado el carácter
        abierto de
        su enunciado, cabe entender comprendidas otro tipo de
        comunicaciones
        como pueda ser el correo electrónico, chats u otros medios,
        siempre
        que se efectúen mediante algún artificio instrumental o
        técnico,
        pues la presencia de un elemento ajeno a aquéllos entre los
        que
        media el proceso de comunicación es indispensable para
        configurar el
        ilícito constitucional del precepto; en consecuencia, el
        levantamiento del secreto por uno de los intervinientes no
        se
        consideraría violación del artículo 18.3 CE, sino, en su
        caso,
        vulneración del derecho a la intimidad (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          114/1984
        
      
    
  


  

    

      

        
).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Titulares
        del derecho son cualquier persona física o jurídica,
        nacional o
        extranjera, recogiendo la doctrina del Tribunal Europeo de
        Derechos
        Humanos (TEDH) para quien las nociones "vida privada" y
        correspondencia" del art. 8 del convenio incluyen tanto
        locales
        privados como profesionales (STEDH de 16 de febrero de
        2000, asunto
        Amann), igualmente reconocida por el Tribunal de Justicia
        de las
        Comunidades Europeas ( STJCE de 18 de mayo de 1982, A.M.S.
        v.
        Comisión).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        el Código Penal de 1995 (L.O.10/1995, de 23 de noviembre)
        tienen
        cabida la tipificación de la interceptación de
        comunicaciones por
        parte de particulares, personas físicas (art. 197) o
        jurídicas
        (art. 200), citándose expresamente no sólo las postales y
        las
        telefónicas, sino también el correo electrónico. Mención
        aparte
        merece la intervención efectuada por funcionario público o
        agente
        sin las garantías constitucionales o legales, variando la
        pena
        dependiendo de si ha divulgado o no los hechos. (art. 536
        Código
        penal) (STS 2ª de 22 de marzo de 2001).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La
        protección de este tipo de comunicaciones supone que no
        podrá
        interferirse o intervenirse la comunicación de cualquier
        persona,
        salvo resolución judicial y con las garantías previstas.
        Sin
        embargo, en virtud del medio de comunicación elegido se
        presentan
        distintos matices.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        el caso de las comunicaciones postales se garantiza el
        secreto de la
        comunicación así como de cualquier dato relativo al envío.
        Ahora
        bien, tal y como señala la STC 281/2006, el 18.3 de la CE
        no protege
        el secreto postal, sino el secreto de las comunicaciones
        postales, de
        forma que, dentro del ámbito de este derecho fundamental no
        se
        incluyen todos los intercambios realizados mediante
        servicio postal,
        sino sólo los que supongan una forma concreta de
        comunicación.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Los
        operadores postales deberán garantizar el secreto de las
        comunicaciones postales en la forma prevista en la Ley
        43/2010, de 30
        de diciembre, del servicio postal universal, de los
        derechos de los
        usuarios y del mercado postal y en su reglamento de
        desarrollo,
        aprobado por Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre. En
        el ámbito
        penal las garantías de la intervención se señala en el art.
        584
        LECrim).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
El
        concepto de correspondencia se ha configurado por parte de
        la
        jurisprudencia de forma muy amplia (STS 2ª de 23 de marzo
        de 2001) y
        sólo últimamente se empieza a diferenciar el tratamiento de
        ciertos
        paquetes postales los calificados como "etiqueta verde"
        conforme al Convenio de fecha de 14 de diciembre de 1989
        (ratificado
        por España en 1992) en el que se prohibía que los paquetes
        contuvieran cartas o documentos personales, estando
        sometidos a
        inspección aduanera o también de aquellos que por sus
        características evidenciaran la ausencia de mensajes
        personales
        (SSTS 1 de diciembre de 2000, 14 de septiembre de 2001 y 11
        de
        diciembre de 2002, entre otras).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
El
        ordenamiento también prevé así mismo un supuesto de
        intervención
        de carácter civil, el relativo a las garantías que se
        imponen a
        concursados y quebrados para salvaguardar la masa de la
        quiebra (art.
        1 de la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio, para la reforma
        concursal).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La
        intervención de las comunicaciones telegráficas reviste un
        carácter
        similar a la del correo (art. 580 y ss. LECrim)
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La
        mayor incidencia del derecho garantizado por el art. 18.3
        CE la
        encontramos en las comunicaciones telefónicas, donde se
        plantean
        distintos grados de posible vulneración del secreto:
        intervención,
        grabación o recuento (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          217/1989
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 21 de diciembre), es decir se admite la vulneración del
        derecho
        no sólo cuando se accede a lo comunicado, sino también
        cuando se
        conoce con quién o con qué número se comunica, e incluso la
        duración de la comunicación, según ha puesto de relieve el
        TEDH (S
        de 30 de julio de 1998, caso Valenzuela) o nuestro Tribunal
        Constitucional, el cual , no obstante ha destacado 'la
        menor
        intensidad de la injerencia' cuando no se accede al
        contenido de la
        comunicación (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          123/2002
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 20 de mayo).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
La
        regulación legal de las intervenciones telefónicas la
        encontramos
        en el art. 579 LECrim. de acuerdo con la redacción de la
        
      
    
  


  

    

      

        

          
L.O.
          4/1988
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 25 mayo, cuyas garantías han sido luego desarrolladas
        por la
        doctrina jurisprudencial.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
El
        Real Decreto 424/2005, de 15 de abril, que aprueba el
        Reglamento
        sobre las condiciones para la prestación de servicios de
        comunicaciones electrónicas, el servicio universal y la
        protección
        de los usuarios, desarrolla la Ley 32/2003 de 3 de
        noviembre, General
        de Telecomunicaciones, que a su vez desarrolla la normativa
        europea.
        Desde el punto de vista de las empresas que hayan de
        cumplir las
        medidas este Decreto regula. en su título V, los aspectos
        relativos a la intervención de las comunicaciones,
        estableciendo, en
        particular, las obligaciones que se imponen a las empresas
        de
        telecomunicación en relación con las intervenciones
        telefónicas,
        así como las exigencias en orden a afectar mínimamente a la
        intimidad y a la obligación de confidencialidad por parte
        de los que
        llevan a cabo las citadas intervenciones.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        el ámbito comunitario europeo es necesario mencionar la
        Directiva
        del Parlamento Europeo y del Consejo relativa  a la
        conservación
        de datos generados o tratados en relación con la prestación
        de
        servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público
        o de
        redes públicas de comunicaciones (art. 15.1 Directiva
        2006/24/CE, de
        15 de marzo de 2006).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        España se permitirán las intervenciones telefónicas para
        los
        delitos graves, entendido en el sentido de "delitos
        calificables
        de infracciones punibles graves" a lo que el Tribunal
        Constitucional considera necesario añadir "el bien jurídico
        protegido y la relevancia social de la actividad" (
      
    
  


  

    

      

        

          
SSTC
          202/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 21 de noviembre, y 
      
    
  


  

    

      

        

          
14/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 29 de enero), tales como el tráfico de drogas a gran
        escala o
        delitos contra la salud pública (entre otras, 
      
    
  


  

    

      

        

          
SSTC
          32/1994
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 31 de enero; 
      
    
  


  

    

      

        

          
207/1996
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 16 de diciembre) o también "el uso de tecnologías de la
        información" (STC 104/2006, de 3 de abril).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        todo lo relativo a las comunicaciones telefónicas, ha sido
        clave la
        jurisprudencia desarrollada por el Tribunal Europeo de
        Derechos
        Humanos (TEDH) habiendo destacado la necesidad de que la
        interceptación esté prevista mediante ley, resultando
        accesible al
        justiciable y predecible y que sea necesaria en una
        sociedad
        democrática (SS de 25 de marzo de 1998, Caso Kopp, y de 28
        de
        septiembre de 2000, caso Messina, entre otras) así como la
        exigencia
        de proporcionalidad (S de 20 de junio de 2000, caso
        Foxley). La
        atención del TEDH se ha centrado también en precisar que la
        vigilancia puede sufrir un control en tres estadios: cuando
        se
        ordena, mientras se lleva a cabo o cuando ha cesado;
        controles que
        podrán ser sometidos a control por parte del poder judicial
        (S de 6
        de septiembre de 1978, asunto Klass).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
De
        entre las distintas  Sentencias del TEDH, dos han tenido
        una
        especial incidencia para España, la del caso Valenzuela
        Contreras (S
        de 30 de julio de 1998) y la del asunto Prado Bugallo (S.
        de 18 de
        febrero de 2003). En la primera se pusieron de relieve las
        deficiencias de la regulación española anteriores a la L.O.
        4/1988;
        en la segunda, si bien se aprecian favorablemente los
        cambios
        introducidos, se estima que aun resulta insuficiente la
        determinación
        de la naturaleza de las infracciones que pueden dar lugar a
        las
        intervenciones, la fijación de los límites temporales y de
        las
        condiciones de aportación de la prueba al juicio
        oral.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
De
        las observaciones del TEDH en el asunto Valenzuela se
        hicieron eco
        tanto la jurisprudencia ordinaria (entre otras, STS 2ª de
        22 de
        noviembre de 1999) como la constitucional (véase, por
        todas, 
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          202/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 21 de noviembre)
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Entre
        los requisitos que ha precisado la jurisprudencia cabe
        destacar: en
        primer lugar la necesidad de motivación, cuya carencia
        llevará a la
        invalidación de, en su caso, las pruebas obtenidas (STC,
        entre
        otras, 
      
    
  


  

    

      

        

          
54/1996
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 26 de marzo). La resolución judicial que autoriza la
        medida o su
        prórroga debe expresar o exteriorizar  tanto las razones
        fácticas como jurídicas que apoyan la necesidad de la
        intervención.
        Deberá precisarse con la mayor certeza posible el objeto de
        la
        medida: número o números de teléfono y personas cuyas
        conversaciones han de ser intervenidas con determinación
        del grado
        de intervención, el tiempo de duración de la intervención
        (que
        revestirá un carácter razonable), quiénes han de llevarla a
        cabo y
        cómo, y los periodos en los que deba de darse cuenta al
        juez de sus
        resultados para controlar su ejecución (véase, entre otras,
        
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          202/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 21 de noviembre; STS de 16 de diciembre de 2002; ATS de
        18 de
        junio de 1992). Siempre partiendo de la existencia de unas
        sospechas
        que "han de fundarse en datos fácticos o indicios que
        permitan
        suponer que alguien intenta cometer, está cometiendo o ha
        cometido
        una infracción grave o en buenas razones o fuertes
        presunciones de
        que las infracciones están a punto de cometerse" (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          202/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        citada).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Las
        condiciones de legitimidad de la limitación del derecho al
        secreto
        de las comunicaciones afectan también a las resoluciones de
        prórroga, de tal forma que no sólo necesitarán también de
        motivación, que no podrá ser mera reproducción de la
        primera, sino
        que se exige que el Juez conozca los resultados de la
        intervención
        acordada (resultados, utilidad para el proceso...) (
      
    
  


  

    

      

        

          
SSTC
          49/1999
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 5 de abril; 
      
    
  


  

    

      

        

          
138/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 18 de junio). Además, se produciría una vulneración del
        derecho
        desde el momento en que expirara la orden judicial sin ser
        renovada
        (STEDH de 20 de junio de 2000, caso Foxley).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Por
        su parte, como efecto del caso Prado, donde el TEDH todavía
        señala
        deficiencias en nuestro ordenamiento en la regulación de
        las
        intervenciones telefónicas, el Tribunal Constitucional en
        la
        Sentencia 
      
    
  


  

    

      

        

          
184/2003
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 23 de octubre, reconoce las carencias del art. 579
        LECrim. en lo
        que respecta al plazo máximo de duración de las
        intervenciones, la
        naturaleza y gravedad de los hechos en virtud de cuya
        investigación
        pueden acordarse; al control del resultado de las
        intervenciones
        telefónicas y de los soportes en los que conste dicho
        resultado, a
        las condiciones de incorporación a los atestados y al
        proceso de las
        conversaciones intervenidas. Por estas y otras razones el
        Alto
        Tribunal concluye que la situación actual no se ajusta a
        las
        exigencias de previsibilidad y certeza en el ámbito del
        derecho
        fundamental al secreto de las comunicaciones, por lo que
        insta al
        legislador para que en el plazo más breve posible regule
        con la
        suficiente precisión esta materia.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Un
        supuesto especial es la intervención de las comunicaciones,
        o en su
        caso medidas que afecten a la inviolabilidad del domicilio,
        que pueda
        llevar a cabo el Centro Nacional de Inteligencia, en cuyo
        caso el
        Secretario de Estado Director del citado Centro deberá
        solicitar
        previa autorización al Magistrado del Tribunal Supremo
        Competente,
        regulándose el régimen de este tipo de intervenciones en la
        
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          Orgánica 2/2002
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 6 de mayo, reguladora del control judicial previo del
        Centro
        Nacional de Inteligencia.
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
En
        otro orden de cosas, se comprueba como los privados de
        libertad ven
        reducido su derecho al secreto de las comunicaciones, en
        primer lugar
        de forma general, en virtud de las limitaciones a las
        comunicaciones
        telefónicas que impone la legislación penitenciaria (art.
        47.1-3
        del Reglamento Penitenciario, RD 190/1996, de 9 de
        febrero). En
        segundo lugar, una mayor incidencia en el derecho se deriva
        de los
        arts. 46 y 51 L.O. General Penitenciaria (
      
    
  


  

    

      

        

          
L.O.
          1/1979
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 26 de septiembre) que permiten que las comunicaciones
        puedan ser
        suspendidas o intervenidas motivadamente por el Director
        del
        establecimiento, quien dará cuenta a la autoridad judicial
        competente (
      
    
  


  

    

      

        

          
SSTC
          106/2001
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 23 de abril; 
      
    
  


  

    

      

        

          
192
        
      
    
  


  

    

      

        
, 
      
    
  


  

    

      

        

          
193 
        
      
    
  


  

    

      

        
y 
      
    
  


  

    

      

        

          
194/2002
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 20 de noviembre). Estas limitaciones derivarían de la
        situación
        de sujeción especial de los internos, en conexión con el
        art. 25.2
        CE (
      
    
  


  

    

      

        

          
STC
          58/1998
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 16 de marzo).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Por
        su parte, la regulación de los estados excepcionales
        permite la
        suspensión del secreto de las comunicaciones, si así lo
        prevé el
        decreto que declare el estado de excepción o de sitio
        (arts. 55 y
        116 CE). La intervención podrá efectuarla entonces la
        autoridad
        gubernativa, pero deberá ser comunicada inmediatamente al
        Juez "por
        escrito motivado" (art. 18 de la 
      
    
  


  

    

      

        

          
L.O.
          4/1981
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y
        sitio).
      
    
  




  
    


  

  


  

    

      

        
Finalmente,
        el artículo 55. 2 CE permite la posibilidad de restringir
        el secreto
        de las comunicaciones a bandas armadas o elementos
        terroristas, lo
        cual ha sido desarrollado por el art. 579.4 LECrim.
        (
      
    
  


  

    

      

        

          
L.O.
          4/1988
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 25 de mayo) que establece como, en caso de urgencia, la
        intervención podrá ordenarla el Ministro del Interior o, en
        su
        defecto, el Director de la Seguridad del Estado,
        comunicándolo
        inmediatamente por escrito motivado al Juez competente,
        quien,
        revocará o confirmará la medida (
      
    
  


  

    

      

        

          
Sentencia
          71/1994
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        de 3 de marzo). En cualquier caso, como ha señalado el TEDH
        habrán
        de conciliarse los imperativos de la defensa de la sociedad
        democrática y la salvaguarda de los derechos individuales
        (STEDH de
        6 de septiembre de 1978, asunto Klass).
      
    
  




 







 








  
Hay
  personas que, a pesar de nacer y vivir en situaciones adversas,
  se
  desarrollan psicológicamente sanas, e incluso salen reforzadas.
  Es
  lo que se conoce como resiliencia. La psicología y la ingeniería
  de
  materiales, aunque pueda parecer extraño, tienen algo en común:
  el
  término resiliencia. Esta palabra hace referencia al fenómeno por
  el que los cuerpos retornan a su forma inicial después de haber
  sido
  sometidos a una presión que los deforma.




 








  
La
  creatividad , el sentido del humor y la independencia ayudan a
  superar contratiempos





  
El
  concepto se ha aplicado a la psicología para descubrir por qué
  niños y niñas que viven en la miseria, o personas que
  experimentan
  situaciones límites son capaces, no sólo de superar las
  dificultades, sino incluso de salir fortalecidas de ellas. Logran
  resistir, sobrevivir y acceder a una vida productiva para sí y
  para
  su sociedad.





  

    

      

        
        La
        resiliencia es una capacidad que se manifiesta:
      
    
  




  
Frente
  a la destrucción, mostrando una gran facultad de proteger la
  propia
  integridad bajo presión.




  
Frente
  a la adversidad, estableciendo una actitud vital positiva pese a
  circunstancias difíciles.





  
Rasgos
  que potencian la resiliencia de las personas





  
La
  vida diaria está sujeta a acontecimientos duros: la muerte de un
  ser
  querido, una enfermedad complicada, experiencias laborales
  difíciles,
  problemas serios de relación de pareja, la soledad, el
  aislamiento
  social, la competitividad por ocupar un puesto, el desempleo, los
  problemas económicos… Ante estas situaciones las personas
  reaccionan de distinta manera según su grado de vulnerabilidad, o
  dicho de una manera más actual: según su grado de
  resiliencia.





  
Hay
  rasgos que potencian esa habilidad.



  
	

        

  
La
          introspección: Faculta a la persona a entrar dentro de sí
          misma, a observarse, reflexionar y hacerse preguntas.
  Ayuda a
          preguntarse a sí mismo y darse una respuesta
  honesta.


        

  
	

        

  
La
          independencia: Ayuda a establecer límites entre uno mismo
  y
          los ambientes adversos. Potencia el establecimiento de
  una distancia
          emocional y física ante determinadas situaciones, sin
  llegar a
          aislarse.


        

  
	

        

  
La
          iniciativa: Capacita para afrontar los problemas y
  ejercer
          control sobre ellos.


        

  
	

        

  
El
          humor: Conduce a encontrar el lado cómico en las
  situaciones
          adversas.


        

  
	

        

  
La
          creatividad: Lleva a crear orden y belleza a partir del
  caos y
          el desorden. En la infancia se expresa en la creación y
  los juegos
          que son las vías para disfrazar la soledad, el miedo, la
  rabia y la
          desesperanza.


        

  
	

        

  
La
          moralidad: Invita a desear una vida personal
  satisfactoria,
          amplia y con riqueza interior. Incluye la conciencia
  moral, el
          compromiso con valores y la separación entre lo bueno y
  lo malo.


        

  
	

        

  
La
          habilidad para establecer lazos íntimos y satisfactorios
  con
          otras personas. Capacita a brindarse a otros y aceptarlos
  en la
          propia vida.


        

  	
  

                  
  
    
  Factores
                    que favorecen la resiliencia
  

          



        

  
	

        

  
Apego
          parental. Los estudios realizados destacan que una
  relación
          cálida, nutritiva y de apoyo, aunque no tiene por qué ser
          omnipresente, con al menos uno de los padres, protege o
  mitiga los
          efectos nocivos de vivir en un medio adverso. Es decir,
  se precisa
          una relación emocional estable con al menos uno de los
  padres, o
          bien alguna otra persona significativa.


        

  
	

        

  
Desarrollo
          de intereses y vínculos afectivos externos. Las personas
          significativas fuera de la familia favorecen la
  manifestación de
          comportamientos resilientes cuando, por ejemplo, en la
  propia
          familia se viven circunstancias adversas. Se trata de que
  haya algún
          tipo de apoyo social desde fuera del grupo
  familiar.


        

  
	

        

  
Clima
          educacional sincero y capaz de establecer límites claros
  en la
          conducta.


        

  
	

        

  
Modelos
          sociales que motiven poder enfrentarse de manera
  constructiva a
          las adversidades.


        

  
	

        

  
Vivir
          experiencias de autoeficacia, autoconfianza y contar con
  una
          autoimagen positiva.


        

  
	

        

  
Tener
          posibilidad de responder de manera activa a situaciones o
          factores estresantes.


        

  
	

        

  
Asignar
          significados subjetivos y positivos al estrés,
  describiendo a
          las crisis como la oportunidad de ofrecer respuesta a las
          circunstancias adversas.


        

  	
  

                  
  
    
  A
                    cualquier edad se puede cambiar
  

          










  
Las
  habilidades y los factores que potencia la resiliencia se
  muestran de
  una manera desigual en los distintos tipos de personalidades,
  pero se
  puede trabajar para lograr potenciar los rasgos que conducen a
  gozar
  de esta capacidad de superarse. La mayor dificultad a la que nos
  enfrentamos cuando se busca esa mejora es la convicción de que no
  se
  puede cambiar. Nos escudamos en afirmaciones como “es que yo soy
  así”, “cada cual es como es”, “a mis años yo ya no puedo
  cambiar”. Éste es el gran error. Más o menos, a cualquier edad se
  puede cambiar si uno se lo propone.





  
Nunca
  es tarde para hacer el correspondiente cambio de las propias
  actitudes, entrenándose en técnicas de modificación del
  pensamiento, aprender a interpretar los acontecimientos de otra
  manera, recuperando la capacidad de reflexionar sobre sí mismo,
  trabajándose la valoración de la propia personalidad, adquiriendo
  habilidades sociales como la asertividad, aprendiendo a hablar
  positivamente… Para todo ello se puede contar con profesionales
  de
  la psicología a los que se debe acudir no sólo cuando se padecen
  crisis emocionales o psicopatologías, sino cuando alguien quiere
  entrenarse para vivir adecuadamente cada acontecimiento
  vital.





  
La
  resiliencia, la capacidad para resistir y no venirse abajo, para
  salir airosamente de los baches, si es posible con más bríos aún,
  también se aprende.





  
El
  aprendizaje es posible





  

  /imgs/20070101/img.interiormente.02.jpg La
  resiliencia la podemos favorecer en nosotros mismos y, en
  especial,
  en la educación de las personas sobre las que tenemos influencia,
  sobre todo si son niños o niñas.





  
Es
  cierto que hay condiciones personales que tienen mucho que ver
  con
  los factores hereditarios, pero no cabe ninguna duda de que la
  personalidad se educa. Los hijos no se improvisan. Es un error
  decir
  “este niño ha salido en el genio a su padre” o “esta niña
  tiene el carácter de su abuela” a quien no conoció. Los niños y
  niñas que viven en condiciones de marginalidad y gozan de las
  características que les hacen ricos en resiliencia no la
  “heredaron”
  genéticamente. La vida, las circunstancias, el entorno les
  educaron.





  
Por
  eso, es importante afirmar que es posible educarse y educar en la
  resiliencia. Es posible cambiar actitudes en sí mismo y en otras
  personas.




 








  
Vivimos
  en época de modas, y esta servidumbre hacia lo que "se lleva"
  también afecta a las relaciones humanas, y, cómo no, a las
  palabras
  que a ellas intentan referirse. Para abordar el tema que hoy
  tratamos, utilizaremos dos términos muy en boga: la empatía, o
  capacidad de situarnos en la piel del otro, y la asertividad,
  mediante la cual conseguimos trasmitir claramente nuestras
  opiniones,
  incluso las menos aceptadas por los demás, sin que hieran a nadie
  ni
  supongan agravio ni menoscabo para nuestros
  interlocutores.




 








  
Merece
  la pena que todos dediquemos el mejor de nuestros esfuerzo a la
  tarea
  (dura y ardua como pocas) de convertirnos en personas un poco más
  asertivas y empáticas. No somos pocos quienes, con más frecuencia
  de la deseable, nos levantamos de la cama pensando: “ayer volví a
  pasarme, discutí como un loco, me puse a mil y perdí el control.
  Y
  lo peor de todo es que lo que estábamos discutiendo no era tan
  importante; desde luego, mucho menos que la amistad que mantengo
  con
  quien me enfrenté a grito limpio”. A veces nos escudamos en que
  habíamos bebido un poco, en que estábamos algo cansados ,o
  nerviosos por el estrés del trabajo, los problemas con los niños
  o
  con el cónyuge, o por cualquier otra razón.





  
Pero,
  si somos francos con nosotros mismos, acabamos reprendiéndonos,
  por
  una sencilla razón: casi nunca merece la pena enfadarse. Podemos
  decir lo que pensamos educada y equilibradamente, sin agredir a
  nadie
  ni molestar. Y todo ello, naturalmente, sin ceder en lo que
  consideramos fundamental. Pero nos pierden los modos, los
  nervios,
  los gestos, la excitación del momento, la personalidad difícil
  del
  interlocutor, … Son, efectivamente, muchas cosas, pero la mayoría
  de ellas pueden controlarse y evitar, así, que las (a veces
  inevitables) discusiones nos lleven a donde no queremos.





  
Una
  primera constatación útil es que resulta muy difícil convencer a
  los demás. Y la segunda, que en la mayoría de las ocasiones no es
  tan importante conseguirlo. Lo que sí reviste trascendencia es
  que
  podamos expresar y defender nuestras ideas y posiciones ante lo
  que
  se discute. Que se nos atienda y se nos entienda. En ocasiones,
  merece la pena discutir, ya que nos llega de nuestras entrañas la
  señal de que hemos de que nuestra razón debe ser oída y
  contrastada.





  
Es
  muy humana la necesidad de mostrarnos, y de hacer saber a los
  demás
  el lugar que ocupamos en el mundo. Porque tan sólo quien se
  expresa
  existe de verdad y (de vez en cuando, al menos) habremos de
  corroborar nuestra propia existencia. Partamos de una premisa
  básica,
  que guiará nuestra interacción con los demás: el hecho de que
  tengamos nuestra razón no equivale a que tengamos la razón.
  Ejercer
  la libertad de expresión nos debe conducir a respetar que la
  persona
  a quien hablamos tiene derecho a emitir sus opiniones, a
  defenderlas
  y a que sean escuchadas.





  

    

      

        
        Por
        qué nos enfadamos
      
    
  





  
A
  nada que nos paremos a pensar y “rebobinemos” un poco,
  comprobaremos que, con frecuencia, el principal motivo del
  enfrentamiento no es tanto lo que decimos sino el cómo lo
  hacemos:
  la entonación y volumen de la voz, la rapidez en la dicción, las
  posturas corporales del hablante, su expresión facial y los
  gestos
  de todo tipo, pueden contribuir a sacar de quicio lo que era una
  simple conversación. Hace ya décadas que se habla de la
  importancia
  del lenguaje no verbal: lo que expresa nuestro cuerpo (miedo,
  sorpresa, indignación, nervios, buen humor, preocupación,
  tristeza,
  interés, dolor, prepotencia, enfado, rabia, agresividad se
  transmiten también mediante el lenguaje no verbal). De ahí la
  importancia de que los dos tipos de comunicación se acompasen y
  se
  muestren coherentes. Cuando decimos una cosa y sentimos otra
  (salvo
  que sepamos actuar) nuestro envase, el cuerpo, nos delata. Por
  ello
  (y por otras razones de peso) seamos, en la medida de lo posible,
  sinceros.





  
Rompamos
  ahora una lanza en favor de la confrontación de pareceres: no
  rechacemos, de entrada, la discusión. “Total, no le voy a
  convencer” argumentan los pusilánimes e incluso algunos cínicos,
  o “para qué esforzarme en explicar lo que pienso, si da igual”.
  Pues porque vivimos en sociedad, y porque la comunicación es una
  de
  las funciones que nos convierte en personas. Expresarnos con
  libertad
  y convicción, aunque genere alguna que otra discusión, da fe de
  que
  vivimos, de que pensamos, de que sentimos, de que somos
  diferentes.
  Y, quizá lo más importante, exponer abiertamente nuestras ideas
  transmite al exterior la siempre feliz noticia de que nos
  interesa lo
  que piensan y sienten los demás.





  

    

      

        
        La
        importancia del contexto
      
    
  





  
Nuestros
  diálogos discurren impregnados de emociones y sensaciones, porque
  la
  comunicación se da entre seres vivos que aman y odian, disfrutan
  y
  sufren, ríen y lloran, atraviesan buenas y malas épocas. No se
  trata de un entendimiento entre máquinas, sino de conversaciones
  entre entidades vulnerables, distintas y cambiantes.
  Especialmente,
  cuando la charla aborda temas “sensibles”, como las creencias más
  íntimas (que en unos puede afectar a la religión o la política, y
  en otros la familia, el uso de drogas, el trabajo, el fútbol, la
  educación de los hijos, la obsesión por la limpieza, …) o
  cuestiones polémicas del más diverso contenido. En estas
  discusiones que nos “tocan el alma” resulta difícil controlar
  las emociones. Y directamente imposible, actuar de modo empático
  y
  asertivo. Pero algo hemos de hacer para evitar que los
  sentimientos y
  el impulso del momento nos venzan y surjan las emociones
  agresivamente, arrollándolo todo a su paso, incluso las
  posiciones
  que con tanto esfuerzo intentamos defender en nuestra lucha
  dialéctica.





  
Ahora
  bien, no se trata de ocultar los sentimientos o el lenguaje no
  verbal, sino de vehicularlos de modo que refuercen nuestras ideas
  y
  sin que menoscaben las de los demás ni hieran su sensibilidad.
  Cierto: es fácil decirlo, pero muy difícil trasladarlo a la
  realidad.





  

    

      

        
        Nunca
        un enemigo
      
    
  





  
Cuando
  otras personas no participan de nuestra opinión o forma de ver
  las
  cosas, podemos llegar a percibirlas como a un enemigo al que
  vencemos
  o nos derrota. Con este esquema, adoptamos una actitud de guerra
  en
  la que asimismo nos quedan sólo dos alternativas: mantenernos a
  la
  defensiva o pasar al ataque. Estas dualidades tan simplistas
  reducen
  el terreno, simplifican la lucha de ideas, remarcan las
  diferencias y
  alejan los puntos en común. Además, arruinan los matices y nos
  obligan a depender de lo que haga o diga la otra persona. Las
  respuestas ,normalmente, acaban tiñéndose de agresividad. Al
  contrario, si la discusión nos la planteamos desde nuestro propio
  equilibrio personal, ubicaremos mejor nuestra posición,
  sentimientos, pensamientos y actitudes respecto de lo que se
  discute;
  y nos expresaremos precisamente desde ahí, y desde la asunción de
  mis capacidades y limitaciones. Salir de mí, sin abandonarme pero
  sin querer abarcar el lugar del otro, sin pretender cambiar sus
  opiniones o sus modos de sentir, propiciará una discusión fértil,
  que sirve para enriquecer la relación con el interlocutor y no
  para
  destruirla.





  
Discutir
  bien no es tan difícil




  
El
  respeto hacia los demás es imprescindible, pero lo es también el
  respeto hacia nosotros mismos: quien al hablar obvia
  sistemáticamente
  lo que siente y no atiende a sus sentimientos o emociones, deja
  de
  respetarse.




  
Nuestra
  posición de “no quiero que me cambies” nos obliga a aceptar la
  de “no quiero cambiarte”. Desde aquí estableceremos una relación
  enriquecedora y basada en la realidad.




  
Los
  peores hábitos para unas relaciones enriquecedoras y
  satisfactorias
  son: la intransigencia, el llevar las cosas a los extremos, el
  maniqueismo, la visceralidad, el dramatismo, primar los aspectos
  negativos, y, sobre todo, querer ganar siempre, tener siempre la
  razón.




  
Discutir
  sin irritarnos nos evita malos ratos (la discusión no me
  desquicia
  ni me hace sufrir, vivo las emociones de forma controlada y
  serena) y
  favorece la relación social. Al final, hay que convivir.
  Necesitamos
  de la convivencia, también en un espacio de diferencias de
  opinión,
  de sentimientos y de posicionamientos ante la vida. Es más lo que
  nos une que lo que nos separa.




  
No
  hay fatalismo que valga. Podemos cambiar, y mejorar mucho como
  personas. Somos inteligentes y capaces de evolucionar, de
  aprender
  nuevas formas de estar y de ser. No sirven posturas como “cada
  uno
  es como es”, o “eso va con el carácter”.




  
Utilicemos
  nuestra capacidad de pensar, disciplinándonos en nuestra forma de
  interpretar la realidad. Una discusión es una confrontación de
  pareceres, no una guerra. Si el otro me ataca, estará
  emocionalmente
  mal para necesitar hacerme daño. Todos nos comportamos en función
  de las circunstancias, intentemos comprender las que rodean al
  otro.
  Y también las que nos condicionan a nosotros.




  
Usemos
  nuestros recursos corporales: en las discusiones, no aparquemos
  el
  cuerpo, nos puede ayudar a procesar las emociones. Respiremos
  profundamente antes, durante y después de la confrontación.
  Relajémonos muscular y mentalmente. Todo esto ayuda a que el
  cuerpo
  sea un aliado y el inductor de reacciones emocionales
  proporcionadas.




 









 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 






 







  

    
TEMA
    1. ACTUACIONES Y PROCEDIMIENTOS DE INSPECCIÓN : FUNCIONES Y
    FACULTADES
  



 







  

    

      

        
        
      
    
  


  

    

      

        

          
Todos,
          en mayor o menor medida, por acción o por omisión,
          mentimos. Lo
          hacemos en la medida que no decimos lo que pensamos o que
          decimos lo
          que no pensamos o no sabemos, o incluso lo que sabemos
          incierto. La
          pérdida de la espontaneidad es un proceso evolutivo cuyas
          etapas
          vamos consumiendo desde niños, conforme se asienta en
          nosotros la
          convicción de que la sinceridad no siempre es posible ni
          conveniente
          porque puede causar perjuicios al receptor de la
          comunicación, o al
          propio emisor.
        
      
    
  



 








  
Hay
  mentiras socialmente más positivas que ciertas verdades
  incontestables: son muchas las situaciones en que una mentira
  sabiamente trasmitida genera un efecto beneficioso, o cuando
  menos
  paliativo, como para que establezcamos categorías morales
  radicales
  sobre esta aparente dicotomía ética: verdad-mentira. Si a esto
  unimos que todos, antes o después, mentimos u ocultamos verdades
  relevantes, quizá convendría desdramatizar el hecho de la mentira
  para poder así abordarlo con más sensatez y sentido de la
  medida.



 








  
La
  intención cuenta, y mucho



 








  
Según
  el diccionario mentir es “decir algo que no es verdad con
  intención
  de engañar”. Y si buscamos una definición más académica, nos
  topamos con “expresión o manifestación contraria a lo que se
  sabe, cree o piensa”. Así que quien engaña o confunde sin ser
  consciente de hacerlo, no miente: simplemente trasmite a los
  demás
  su propia equivocación.



 








  
La
  relación que cada persona mantiene con la mentira -además de
  decir
  mucho de ella-, es bien distinta a la de los demás. Hay quienes
  sólo
  recurren a la mentira cuando es compasiva, o cuando les
  proporciona
  resultados positivos sin generar engaño importante o si se trata
  de
  un asunto banal. Y también los hay que mienten a menudo, casi por
  costumbre y sólo en temas poco relevantes. Pero no podemos
  olvidar a
  quienes mienten esporádicamente pero a conciencia, generando daño
  a
  los demás o persiguiendo beneficios personales. Y también los hay
  que mienten, o callan verdades necesarias, por timidez, por
  vergüenza
  o por falta de carácter.




 










  
Por
  último, citemos a los mentirosos patológicos, que mienten con una
  facilidad pasmosa, ya sea por conveniencia ya por una absoluta y
  cínica falta de respeto a la verdad.




 










  
¿Por
  qué mentimos?





  
Algunas
  personas no mienten nunca (o casi nunca) por razones bien
  distintas
  de la ética: por miedo a ser descubiertos, por pereza (no hay que
  recordar los detalles de la mentira en el futuro), por orgullo
  (“¿cómo voy a caer yo tan bajo?”)… Pero, si lo pensamos bien,
  razones bien similares son las que pueden impulsarnos a mentir u
  omitir, en determinadas circunstancias, lo que pensamos o
  sabemos.
  Porque verdades como puños muy inoportunas, o que ofenden o
  incordian. Tan importante como el hecho de mentir o decir la
  verdad
  es la intención con que se hace una u otra cosa. Y he ahí el
  verdadero dilema moral. Una mentira que a nadie daña o incluso
  reporta beneficio a su destinatario puede ser más defendible que
  una
  verdad que causa dolor innecesariamente. Mentimos por muchas
  razones:
  por conveniencia, odio, compasión, envidia, egoísmo, o por
  necesidad, o como defensa ante una agresión… pero dejando al
  margen su origen o motivación, no todas las mentiras son iguales.
  Las menos convenientes para nuestra psique son las mentiras en
  que
  incurrimos para no responsabilizarnos de las consecuencias de
  nuestros actos. Y las menos admisibles son las que hacen daño,
  las
  que equivocan y las que pueden conducir a que el receptor adopte
  decisiones que le perjudican. Concluyamos, por tanto, que los dos
  parámetros esenciales para medir la gravedad de la mentira son la
  intención que la impulsa y el efecto que causa.




 










  
Ocultar
  y falsear




 










  
Quien
  oculta la verdad retiene parte de una información que para el
  interlocutor puede ser interesante pero, en sentido estricto, no
  falta a la verdad. Sin embargo, quien falsea la realidad da un
  paso
  más, al emitir una información falsa con etiqueta de real.
  Resulta
  más fácil mentir por omisión (no se necesita urdir historias
  inciertas, y hay menos posibilidades de ser descubierto) y
  socialmente este tipo de engaño se tiene por menos censurable, a
  pesar de que puede resultar tanto o más dañino e inmoral que la
  mentira activa. Se recurre asimismo al falseamiento cuando se
  ocultan
  emociones o sentimientos que aportan información relevante al
  interlocutor, en la medida que pueden inducirle a error de
  interpretación o a iniciar acciones inadecuadas.




 










  
También
  podemos mentirnos a nosotros mismos, por evitar asumir alguna
  responsabilidad, o por temor a encarar una situación
  problemática,
  o por la dificultad que no supone reconocer un sentimiento o
  emoción.
  Invariablemente, antes o después, este autoengaño nos lleva a
  mentir a los demás.





  
Otras
  formas de mentir son las “verdades a medias” (el mentiroso niega
  parte de la verdad o sólo informa de parte de ella) y las
  “verdades
  retorcidas”, en las que se dice la verdad pero de un modo tan
  exagerado o irónico que el interlocutor, casi ridiculizado, la
  toma
  por no cierta.





  
La
  mentira tiene sus clases





  
La
  mentira racional persigue un interés concreto, es malévola y se
  emite con al intención de perjudicar o engañar. En la mentira
  emocional, lo que se dice o hace no concuerda con la situación
  emocional de la persona. Y en la mentira conductual hacemos creer
  que
  somos lo que no somos: más jóvenes, mejor informados, menos
  anticuados… Pero hay también otras clases de mentiras: chismes,
  rumores y las mentiras piadosas: . El mentiroso no tiene edad y
  la
  mentira puede darse en todo el ciclo de vida. Veamos lo que
  apunta De
  Vries :”El niño es mentiroso en la medida en que sus fantasías se
  hacen presentes para confundirlas con realidades. El adolescente
  lo
  es cuando su encuentro con el mundo real le causa frustraciones.
  El
  joven miente porque no se ve capaz de afrontar las verdades que
  le
  contrarían. El adulto es mentiroso cuando no ha superado los
  obstáculos que le ha puesto la vida, y engaña para sentirse el
  triunfador que nunca ha sido. Y el anciano miente cuando no se
  perdona los errores que ha cometido a lo largo de su
  existencia”.




 










  
Nuestra
  relación con la mentira (con qué frecuencia mentimos y qué
  gravedad tienen esas mentiras) la podemos ver como un baremo que
  mide
  nuestro grado de responsabilidad y madurez, cómo afrontamos las
  frustraciones, y si mostramos una coherencia en las actitudes y
  comportamientos en nuestra vida.




 










  
Mentira
  y confianza





  
El
  cimiento sobre el que se edifican las relaciones humanas es la
  confianza. La relación entre los seres humanos no precisaría de
  la
  confianza si fuéramos transparentes, pero no lo somos: el
  descubrimiento absoluto de nuestra intimidad, al contener
  propósitos
  e intenciones que podrían torpedear el diálogo, frenaría la
  relación social. Recurrimos, todos, a un protocolo de
  comunicación,
  y el fingimiento, el disimulo y la mentira son -aunque cueste
  reconocerlo- componentes esenciales de ese convenio. No somos
  igual
  de sinceros ante unos que ante otros, esto es obvio. Todos
  mostramos
  un cierto grado de opacidad ante los demás. Y no siempre más
  sinceridad genera una mayor confianza. La información es poder:
  saberlo todo sobre alguien equivale a una forma de posesión. Y en
  cierto sentido, la hondura de la amistad o del amor se miden por
  el
  grado de conocimiento recíproco de la intimidad, y por la
  confianza
  existente entre los interlocutores. La confianza es una actitud
  básica, porque preside la totalidad de las interacciones. La
  necesitamos, pero la usamos en las dosis que, según nuestro
  criterio, cada caso precisa. En el momento que surge la
  comunicación
  con otra persona hemos de depositar en ella cierto grado de
  confianza, que es el termómetro de la implicación y vinculación
  que mantenemos con esa persona. Apostar por la confianza del otro
  es
  considerarle de fiar.




 










  
Fiarse
  de alguien significa creer que las probabilidades de ser engañado
  son muy escasas o inexistentes. Si queremos ser creíbles, gozar
  de
  la confianza ajena, tendremos que olvidar el engaño, la mentira.
  El
  crédito que tenemos ante los demás es un tesoro frágil y no
  perenne, ya que se actualiza y revisa en cada acción, en cada
  diálogo, que acaban convirtiéndose en una constante prueba de
  confianza. Es responsabilidad de cada uno de nosotros
  relacionarnos
  desde la verdad, lo que no implica el ofrecimiento de toda la
  intimidad. Cada cual y en cada momento ha de valorar qué y cuánto
  de su intimidad quiere participar al otro.





  
La
  mentira puede hacer daño al destinatario pero en última instancia
  a
  quien más perjudica es al mentiroso, ya que le convierte en una
  persona poco fiable, indigna de confianza y carente de crédito.
  Lo
  dice el refrán: “En la persona mentirosa, la verdad se vuelve
  dudosa”.




 










  
Algunas
  verdades sobre la mentira





  
Hay
  muchas clases de mentira: algunas pueden ser convenientes, pero
  lo
  más correcto es recurrir al engaño lo menos posible.





  
Sin
  intención de engañar, no hay mentira.





  
La
  intención que la motiva y los efectos que causa definen la
  gravedad
  de una mentira.





  
La
  mentira es tan dañina para quien la recibe como para quien
  recurre a
  ella.





  
Una
  nos lleva a otra, y puede marcar (siempre negativamente) nuestra
  manera de relacionarnos con los demás.





  
El
  mentiroso es un inseguro, o egoísta, o irresponsable, o inmaduro.
  O
  todo ello a la vez.





  
Una
  de las más perniciosas clases de mentira es el autoengaño. Si nos
  creemos y mostramos como no somos, nunca sabremos si nos quieren
  o
  desprecian a nosotros o a la imagen fraudulenta que nos hemos
  fabricado.




 






 







 








  

    
La
    Constitución española de 1978
  





  
Título
  I. De los derechos y deberes fundamentales





  
Capítulo
  segundo. Derechos y libertades





  
    Sección
  2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos





  
    Artículo
  31




  
 


  

    

      

        

          
1.        Todos
          contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de
          acuerdo con
          su capacidad económica mediante un sistema tributario
          justo
          inspirado en los principios de igualdad y progresividad
          que, en
          ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
2.        El
          gasto público realizará una asignación equitativa de los
          recursos
          públicos, y su programación y ejecución responderán a los
          criterios de eficiencia y economía.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
3.        Sólo
          podrán establecerse prestaciones personales o
          patrimoniales de
          carácter público con arreglo a la ley.
        
      
    
  




 







 







 







  
 


  

    

      

        

          
El
          deber de contribuir al sostenimiento de los gastos
          públicos es una
          necesidad tan evidente para el mantenimiento del Estado
          que realmente
          lo que genera discusión no es su constitucionalización
          sino las
          condiciones en las que de acuerdo con la Constitución
          debe cumplirse
          dicho deber. Por ello, el artículo 31 de la CE establece
          en sus tres
          apartados una serie de principios que marcan las
          condiciones para
          cumplir con los deberes tributarios: en el apartado
          primero, los
          principios de universalidad, individualidad, igualdad y
          progresividad, no confiscatoriedad y capacidad económica.
          En el
          segundo, el principio de eficacia y economía en la
          ejecución del
          gasto. En el tercero, el principio de reserva de ley en
          materia
          tributaria.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          principio de contribución al sostenimiento de los gastos
          públicos
          conforme con las capacidades económicas de cada uno
          cuenta con una
          larga tradición en el constitucionalismo histórico
          español:
          artículo 8 de la Constitución de 1812; artículo 6 de la
          Constitución de 1837; artículo 28 de la Constitución de
          1869;
          artículo 3, primer inciso de la Constitución de 1876;
          artículo 44,
          primer inciso de la Constitución de 1931. Sin embargo, el
          principio
          de ordenación del gasto de conformidad con los recursos
          públicos y
          la reserva de ley en materia tributaria, previstos en el
          31.2 y 3 de
          la CE no cuentan con antecedentes en nuestro
          constitucionalismo
          histórico.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          las constituciones europeas de nuestro entorno también es
          frecuente
          encontrar preceptos que se ocupen del deber de
          sostenimiento de los
          gastos públicos y que lo hagan con principios similares a
          los
          previstos en artículo 31 de la CE. La coincidencia más
          estrecha la
          encuentra el precepto español con el artículo 53 de la
          Constitución
          italiana de 1947, pero no faltan referencias en otros
          textos como
          puede ser el portugués, artículo 103.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          lo que se refiere a la tramitación parlamentaria del
          precepto, se ha
          de apuntar que aunque no fue motivo de grandes debates
          parlamentarios
          sí que estuvo sometido a distintas variaciones, por lo
          que no se
          consiguió la redacción definitiva hasta la Comisión Mixta
          Congreso-Senado. Por ejemplo, es aquí donde se
          reintroduce, puesto
          que ya había aparecido antes y se había suprimido, la no
          confiscatoriedad del sistema tributario, y es también
          aquí donde se
          prescribe que no podrán establecerse prestaciones
          personales o
          patrimoniales sino con arreglo a la ley.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Pero
          sin duda la enmienda que más relevancia tuvo fue la
          introducida a
          instancia de Fuentes Quintana al apartado segundo del
          precepto, en la
          Comisión del Senado, por la que se asocia la capacidad de
          gasto de
          los poderes públicos a los recursos ingresados y se
          establece que la
          ejecución del gasto debe hacerse de acuerdo con criterios
          de
          eficiencia y economía.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          desarrollo legislativo de los deberes tributarios y de
          ordenación
          del gasto público es abundante y de una gran complejidad.
          Por ello,
          baste aquí la enumeración de las normas más
          significativas:
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,
          reformada por última
          vez por la Ley 34/2015, de 21 de septiembre.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales
          del Estado
          para 1991, que en su artículo 103 aprueba la Agencia
          Estatal de la
          de la Administración Tributaria.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          35/2006 de 28 de noviembre, del Impuesto de la renta de
          las personas
          físicas y de modificación parcial del Impuesto de
          Sociedades, del
          impuesto de la renta de los no residentes y del impuesto
          sobre el
          patrimonio.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Real
          Decreto Legislativo 5/2004 de 5 de marzo por el que se
          aprueba el
          Texto Refundido del Impuesto sobre la Renta de No
          Residentes  
        
      
    
  





  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre
          Sociedades.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio
          y Real
          Decreto-Ley 13/2011, de 16 de septiembre, por el que se
          restablece el
          Impuesto sobre el Patrimonio, con carácter temporal, así
          como sus
          sucesivas modificaciones.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre
          Sucesiones y
          Donaciones.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor
          Añadido.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos
          Especiales.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios
          Públicos.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Real
          Decreto Legislativo 1/1993 de 24 de diciembre, por el que
          se aprueba
          el Texto refundido del Impuesto de transmisiones
          patrimoniales y
          actos jurídicos documentados.
        
      
    
  




 










  
En
  materia presupuestaria y de ordenación del gasto público:




 









  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria,
          periódicamente
          modificada por las leyes anuales de Presupuestos.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad
          Presupuestaria y
          Sostenibilidad Financiera, cuya última reforma ha sido
          efectuada por
          Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          Orgánica 8/1980 de 22 de septiembre de Financiación de
          las
          Comunidades Autónomas, modificada por última vez por la
          citada Ley
          Orgánica 6/2015, de 12 de junio.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          22/2001, de 27 de diciembre reguladora de los Fondos de
          compensación
          interterritorial, modificada en sucesivas ocasiones, la
          última por
          ley 23/2009 de 18 de diciembre.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          22/2009 de 18 de diciembre por la que se Regula el
          sistema de
          financiación de las Comunidades Autónomas de régimen
          común y
          Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifica
          determinadas normas
          tributarias, y su LO complementaria, 3/2009 de la misma
          fecha.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Real
          Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, por el que se
          aprueba el
          Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
          Locales.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Este
          marco legislativo ha de completarse con la normativa
          reguladora de
          los regímenes económico-financieros especiales
          reconocidos
          constitucionalmente: el Concierto Económico con la
          Comunidad
          Autónoma del País Vasco, el Convenio Económico con la
          Comunidad
          Foral de Navarra y, finalmente, el Régimen Económico y
          Fiscal de
          Canarias.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Seguidamente
          se aborda el análisis de los principios que de acuerdo
          con las
          previsiones del artículo 31 rigen en nuestro sistema
          financiero.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          primero de ellos es el principio de universalidad o
          generalidad. El
          artículo 31.1 de la CE establece que "Todos contribuirán
          al
          sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su
          capacidad...". La primera cuestión que llama la atención
          es la
          expresión "Todos" que ha de entenderse como la voluntad
          del Constituyente de que las cargas públicas se imputen a
          los que se
          encuentren y desarrollen su actividad económica en el
          territorio
          español, más allá de que tengan la condición de nacional
          o
          extranjero.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          otro lado, el principio de generalidad supone que el
          legislador debe
          tipificar como hecho imponible todo acto o negocio
          jurídico que
          demuestre capacidad económica. Es decir, con carácter
          general se
          prohíben las exenciones y bonificaciones que puedan
          resultar
          discriminatorias. Sin embargo, ello no supone que no se
          puedan
          conceder beneficios tributarios por razones de política
          económica.
          En este sentido, el Tribunal Constitucional en no pocas
          ocasiones ha
          reconocido que los tributos, además de ser un medio para
          recaudar
          ingresos públicos, sirven como instrumentos de política
          económica
          general y para asegurar una mejor distribución de la
          renta nacional
          (v.gr. SSTC 46/2000, de 17 de febrero; 276/2000, de 16 de
          noviembre y
          289/2000, de 30 de noviembre, 3/2003 de 16 de enero y
          10/2005 de 20
          de enero).
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          segundo de los principios es el de igualdad del sistema
          tributario,
          que el Tribunal Constitucional ha desarrollado con
          profusión en su
          doctrina, entre otras las SSTC SSTC 46/2000, de 17 de
          febrero,
          47/2001, de 15 de febrero, 164/2005 de 20 de junio,
          91/2007 de 7 de
          mayo y 19/2012, de 15 de febrero. Dicho principio se
          expresa en la
          capacidad contributiva de los ciudadanos, en el sentido
          de que
          situaciones económicas iguales conllevan una imposición
          fiscal
          igual. Es decir, nuevamente, se prohíben los tratos
          discriminatorios, pero no el tratamiento diferencial
          derivado de
          distintas situaciones de hecho.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Además
          el principio de igualdad tributaria se ha de aplicar
          teniendo en
          cuenta otro principio que actúa al unísono: el principio
          de
          progresividad. Dicho principio también ha sido avalado
          por la
          doctrina del Tribunal Constitucional (v.gr. SSTC
          134/1996, de 22 de
          julio y la misma 46/2000, de 17 de febrero). Sentencias
          que analizan
          este principio, entre otras, son la 108/2005 de 30 de
          junio, en
          relación con los impuestos indirectos, y la 245/2009 de
          29 de
          septiembre. El Alto Tribunal ha dicho que la
          progresividad en el
          sistema tributario es constitucionalmente aceptable por
          la superación
          que el artículo 9.2 de la CE hace de la igualdad formal
          al reconocer
          la igualdad material como criterio de actuación de los
          poderes
          públicos para corregir desigualdades reales que no son
          justificables
          constitucionalmente.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          tercero de los principios es el de no confiscación.
          Señala el
          artículo 31 de la CE que la contribución de los
          ciudadanos se
          realizará a través de un "sistema tributario justo
          inspirado
          en los principios de igualdad y progresividad que, en
          ningún caso,
          tendrá alcance confiscatorio".
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          progresividad, como se ha expuesto anteriormente, es una
          técnica
          impositiva que va más allá de ser criterio recaudatorio y
          tiene
          como finalidad la consecución de otros fines como puede
          ser la
          distribución de la renta u otros previstos en el artículo
          40 de la
          CE (sobre el concepto de fines extrafiscales, la STC
          53/2014, de 10
          de abril de 2014). Pero como señala el propio artículo 31
          de la CE
          el límite de la progresividad está en que el impuesto no
          tenga
          carácter confiscatorio. Evidentemente, el nivel de
          contribución que
          deba considerarse de alcance confiscatorio es una
          cuestión compleja
          que el Tribunal Constitucional ha resuelto señalando que
          lo es
          cuando a raíz de la aplicación de los diferentes tributos
          se llegue
          a privar al sujeto pasivo de sus rentas y propiedades
          ((SSTC 
          14/1998, 150/1990 ,y la 295/2006 de 11 de octubre en
          relación con el
          IRPFy su relación con el Impuesto de Patrimonio). Sin
          embargo, el
          propio Tribunal afirma "la dificultad de situar con
          criterios
          técnicamente operativos la frontera en la que lo
          progresivo o, quizá
          mejor, lo justo, degenera en confiscatorio".
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          cuarto de los principios es el de capacidad económica.
          Tradicionalmente el principio suponía que sólo cuando se
          producía
          un hecho o negocio jurídico indicativo de capacidad
          económica se
          podía establecer el tributo. Esto supone que la norma con
          carácter
          general establece las condiciones para la imposición; sin
          embargo,
          no han faltado ocasiones en las que la generalización del
          hecho
          imponible establecido en la norma podía ser contraria a
          la
          Constitución al producir mayor presión fiscal sobre
          quienes en
          realidad tienen menos capacidad económica (STC 46/2000,
          de 17 de
          febrero). Desde luego, lo que sí ha prohibido
          taxativamente el
          Tribunal Constitucional es que se graven riquezas
          aparentes o
          inexistentes, "inexpresivas de capacidad económica" (STC
          221/1992, de 11 de diciembre y 193/2004, de 4 de
          noviembre).
          Sentencias de interés en relación con este principio son,
          las que
          tratan impuestos indirectos, que gravan una específica
          manifestación
          de capacidad económica: la que se pone de manifiesto con
          el consumo
          de determinados productos: la STC 16/2003 de 30 de enero
          que
          contempla el Impuesto especial sobre determinados medios
          de
          Transporte y la 108/2004 de 30 de junio, en materia de
          Impuesto sobre
          el alcohol y bebidas alcohólicas.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          último, la conformación del hecho imponible debe ser
          compatible con
          lo que se ha denominado exención del mínimo vital,
          entendido como
          la cantidad de renta que no expresa capacidad económica
          puesto que
          esa renta es requerida para cubrir las necesidades
          vitales del
          titular. El ejemplo paradigmático lo constituye el
          denominado mínimo
          personal y familiar del Impuesto sobre la Renta de las
          Personas
          Físicas, esto es, aquella parte de la base liquidable
          que, por
          destinarse a satisfacer necesidades básicas personales y
          familiares
          del contribuyente, no se somete a tributación.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          quinto de los principios es el criterio de eficiencia y
          economía en
          la programación y ejecución del gasto público (art. 31.2
          de la
          CE). Dicho principio, que tan sólo indirectamente afecta
          a la
          justicia tributaria y es más un principio de ordenación
          del gasto
          público, se articula sobre la base de dos postulados: la
          equidad en
          la asignación de los recursos públicos y el criterio de
          eficiencia
          y economía en su tramitación y ejecución. El primero, se
          refiere a
          los fines que constitucionalmente deben dirigir la
          política del
          Estado para conseguir los principios de generación y
          distribución
          de la riqueza; el segundo, de carácter más técnico supone
          requerir
          al Estado que actúe conforme a los criterios que la
          ciencia y la
          técnica pongan a su disposición en cada momento para
          gestionar
          mejor los bienes públicos (SSTC 29/1982 de 31 de mayo,
          214/1989 de
          21 de diciembre, 13/1992 de 6 de febrero). En otras
          palabras, estos
          principios se traduce, por un lado, en la necesidad de
          que se haya
          una correspondencia entre los fines que se pretenden
          satisfacer con
          las partidas de gasto y el logro efectivo de los mismos
          y, por otro,
          en la optimización de los medios empleados para el logro
          de los
          fines estipulados.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          sexto de los principios es el de reserva de ley de las
          materias
          tributarias (art. 31.3 de la CE). La reserva de ley en
          materia
          tributaria también está recogida en el artículo 133.1 de
          la CE.
          Una de las cuestiones más importante sobre el principio
          de legalidad
          tributaria ha sido la extensión de esta reserva. Dejando
          aparte las
          prestaciones personales, hoy absolutamente residuales, y
          fijándonos
          en las patrimoniales, lo primero que se ha de apuntar es
          que estas no
          son tan sólo de carácter tributario y pueden aparecer
          otras como
          son precios de servicios públicos o las cotizaciones a la
          Seguridad
          Social. Por otro lado, la reserva de ley no es, como ha
          señalado el
          Tribunal Constitucional, de carácter absoluto; únicamente
          se exige
          la conformidad con la ley, no imponiéndose que el
          establecimiento de
          tributo se regule mediante ley en todos sus extremos. Es
          decir, la
          reserva no afecta por igual a todos los elementos
          integrantes del
          tributo (SSTC 221/1992 y 185/1995), y sí a la creación
          ex-novo de
          un tributo y a la modificación de los elementos
          esenciales o
          configuradores de su identidad.
        
      
    
  



 






 









 







 







 







 







 







 








  
1.1.
  Facultades




 







 







 








  
Funciones
  de la inspección de los tributos (art. 141 de la LGT)



 










  
Son
  órganos de inspección tributaria los de carácter administrativo
  que ejercen las funciones previstas en el artículo 141 de la LGT.
  Según este artículo, la inspección tributaria consiste en el
  ejercicio de determinadas funciones administrativas, entre las
  que
  cabe destacar:



  
	


        

  
Actuaciones
          de comprobación e investigación. Según el artículo 145 de
          la LGT, el objeto del procedimiento de inspección es
  precisamente
          comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las
  obligaciones
          tributarias, y en el mismo se procederá, en su caso, a la
          regularización de la situación del obligado mediante la
  práctica
          de una o varias liquidaciones. Cabe distinguir:


        

  
	


        

  
Comprobación: tiene
          por objeto comprobar la veracidad y corrección de los
  actos,
          elementos y valoraciones consignados por los obligados
  tributarios
          en sus declaraciones.


        

  
	


        

  
Investigación: tiene
          por objeto descubrir la existencia, en su caso, de hechos
  con
          relevancia tributaria no declarados o declarados
  incorrectamente por
          los obligados tributarios. Son hechos no conocidos por la
          Administración tributaria (véase ejemplo 14, caso
  a).


        

  
	


        

  
La
          práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de
  sus
          actuaciones de comprobación e investigación (véase
  ejemplo
          14, caso b).


        

  
	

        

  

    

      

        
Actuaciones
                de obtención de información(arts. 93 y 94 de la
        LGT).
      
    
  


  

    

      

        

        


        
      
    
  


  

    

      

        
Para
                la obtención de información con trascendencia
        tributaria, la
                Administración tiene dos posibilidades:
      
    
  


        

  
	


        

  
La
          obtención por suministro. Es una norma reglamentaria la
  que
          establece una obligación, con carácter general, de
  comunicar a la
          Administración tributaria determinados datos derivados de
  las
          relaciones mantenidas con terceros, sin necesidad de que
  el obligado
          tributario sea requerido expresamente para ello. Esta
  obligación
          afecta a los obligados tributarios que realicen
  actividades
          económicas, así como a aquellos que satisfagan rentas o
          rendimientos sujetos a retención o ingreso a cuenta,
  intermedien o
          intervengan en operaciones económicas, profesionales o
  financieras
          (véase ejemplo 14, caso c).


        

  
	


        

  
La
          obtención por captación o requerimiento individualizado.
  La
          Administración tributaria solicita expresamente de los
  obligados
          tributarios determinadas informaciones con trascendencia
  tributaria
          con relación al cumplimiento de sus propias obligaciones
  o
          derivadas de sus relaciones económicas, profesionales o
  financieras
          con terceras personas. Estas son las actuaciones de
  obtención de
          información que realiza propiamente la inspección
  mediante un
          requerimiento individualizado y específico (véase ejemplo
  14, caso
          d).









  

    

      

        
En
        relación con los requerimientos individualizados de
        obtención de
        información formulados a terceros, podemos destacar lo
        prevenido en
        los artículos 55 y 57 del RGGI.
      
    
  


  

    

      

        

        


        
      
    
  


  

    

      

        
Así,
        el artículo 55 del RGGI contempla las siguientes
        disposiciones
        generales:
      
    
  





  
«1.
  Los requerimientos individualizados de información que realice la
  Administración tributaria deberán ser notificados al obligado
  tributario requerido e incluirán:





  

    

      

        
a)
        El nombre y apellidos o razón social o denominación
        completa y NIF
        del obligado tributario que debe suministrar la
        información.
      
    
  


  

    

      

        

        


        
      
    
  


  

    

      

        
b)
        El periodo de tiempo a que se refiere la información
        requerida.
      
    
  


  

    

      

        

        


        
      
    
  


  

    

      

        
c)
        Los datos relativos a los hechos respecto de los que se
        requiere la
        información.
      
    
  





  
2.
  En los requerimientos de información se concederá un plazo no
  inferior a 10 días, contados a partir del día siguiente al de la
  notificación del requerimiento, para aportar la información
  solicitada.





  
No
  obstante, cuando las actuaciones de obtención de información se
  realicen por los órganos de inspección o de recaudación podrán
  iniciarse inmediatamente, incluso sin previo requerimiento
  escrito,
  en caso de que lo justifique la naturaleza de los datos a obtener
  o
  de las actuaciones a realizar y el órgano actuante se limite a
  examinar documentos, elementos o justificantes que deban estar a
  su
  disposición. Cuando se trate de documentos, elementos o
  justificantes que no deban estar a disposición de dichos órganos,
  se concederá a las personas o entidades requeridas un plazo no
  inferior a 10 días, contados a partir del día siguiente al de la
  notificación del requerimiento, para aportar la información
  solicitada o dar las facilidades necesarias a los órganos de
  inspección o de recaudación actuantes para que puedan obtenerla
  directamente».





  
Por
  su parte, el artículo 57 del RGGI regula el procedimiento para
  realizar determinados requerimientos a entidades dedicadas al
  tráfico
  bancario o crediticio. Así, cuando se trate de requerimientos de
  información que exijan el conocimiento de movimientos de cuentas
  o
  de operaciones a los que se refiere el artículo 93.3 de la LGT,
  los
  órganos de inspección o de recaudación podrán solicitar la
  información a los obligados tributarios afectados, titulares o
  autorizados, o requerirla directamente a las entidades bancarias
  o
  crediticias con las que operen sin que sea necesario notificar
  dicho
  requerimiento al obligado tributario al que se refiere la
  información
  requerida.





  
Para
  requerir directamente la información a que se refiere el párrafo
  anterior a la entidad bancaria o crediticia, será necesario
  obtener
  previamente la autorización del órgano competente o el
  consentimiento del obligado tributario. La solicitud de
  autorización
  deberá estar debidamente justificada y motivar en términos
  concretos las razones que aconsejan el requerimiento directo a la
  entidad, así como la procedencia, en su caso, de no notificar
  dicho
  requerimiento al obligado tributario.





  
La
  autorización habilitará para efectuar el requerimiento relativo a
  los movimientos de cuentas u operaciones financieras, así como
  los
  requerimientos posteriores relativos a la documentación soporte
  de
  los mismos, y al nombre y apellidos o razón social o denominación
  completa de las personas o entidades y la identificación de las
  cuentas a las que se refieran el origen o destino de los
  movimientos,
  cheques u otras órdenes de cargo o abono, aun cuando dichos
  cheques
  u órdenes hubieran sido sustituidos o tuvieran origen en otros
  del
  mismo o diferente importe.





  
En
  el ámbito de competencias del Estado, la autorización a que se
  refiere el apartado anterior corresponderá al director de
  departamento o a los delegados de la AEAT de los que dependa el
  órgano actuante que solicita la autorización.





  
El
  requerimiento deberá ser notificado a la entidad requerida y en
  él
  se precisarán las cuentas u operaciones objeto del requerimiento,
  los obligados tributarios afectados y, en su caso, el alcance en
  cuanto al periodo de tiempo a que se refiera.





  
Los
  datos solicitados podrán referirse a las operaciones activas o
  pasivas de las distintas cuentas, a la totalidad o parte de sus
  movimientos, durante el periodo de tiempo a que se refiera el
  requerimiento, y a las restantes operaciones que se hayan
  producido.
  Asimismo, las actuaciones podrán extenderse a los documentos y
  demás
  antecedentes relativos a los datos solicitados.





  
El
  requerimiento precisará también el modo en que vayan a
  practicarse
  las actuaciones, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado
  siguiente
  y podrá solicitarse la aportación de los datos en soporte
  informático de acuerdo con los formatos de uso
  generalizado.





  
Estas
  actuaciones de obtención de información podrán desarrollarse
  mediante requerimiento a la entidad para que aporte los datos o
  antecedentes objeto del mismo o mediante personación en su
  oficina,
  despacho o domicilio para examinar los documentos en los que
  consten.





  
La
  entidad requerida deberá aportar los datos solicitados en el
  plazo
  otorgado para ello que no podrá ser inferior a 15 días, contados
  a
  partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento.
  Ese mismo plazo habrá de transcurrir como mínimo entre la
  notificación del requerimiento y la iniciación, en su caso, de
  las
  actuaciones en las oficinas, despacho o domicilio del obligado a
  suministrar la información.















